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Por la cual se ajustan algunas normas del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se dictan
otras disposiciones.

Resumen de Notas de Vigencia

NOTAS DE VIGENCIA:

- Modificada por la Ley 1328 de 2009, publicada en el Diario Oficial No. 47.411 de 15 de
julio de 2009, 'Por la cual se dictan normas en materia financiera, de seguros, del mercado de
valores y otras disposiciones'

- Modificada por la Ley 1151 de 2007, publicada en el Diario Oficial No. 46.700 de 25 de
julio de 2007, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010'.

- Para la interpretación de esta Ley debe tenerse en cuenta que fue expedido el Decreto 4327
de 2005, 'por el cual se fusiona la Superintendencia Bancaria de Colombia en la
Superintendencia de Valores y se modifica su estructura', publicado en el Diario Oficial No.
46.104 de 26 de noviembre de 2005.

- Mediante el Decreto 4365 de 2004, publicado en el Diario Oficial 45.774 de 27 de
diciembre  de 2004, 'se liquida el Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de
2005, se detallan las apropiaciones y se clasifican y definen los gastos'.

- Modificada por la Ley 921 de 2004, publicada en el Diario Oficial 45.774 de 27 de
diciembre de 2004, 'Por la cual se decreta el Presupuesto de rentas y recursos de capital y Ley
de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2005'

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

DECRETA

CAPITULO I.

DISPOSICIONES QUE MODIFICAN EL ESTATUTO ORGÁNICO DEL SISTEMA
FINANCIERO.

ARTÍCULO 1o. Adiciónase el numeral 1 del artículo 7o. del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero con el siguiente literal:

n) Realizar operaciones de leasing habitacional las cuales deben tener por objeto bienes
inmuebles destinados a vivienda. Estas operaciones se considerarán leasing operativo para
efectos contables y tributarios.

Para el desarrollo de esta operación los Establecimientos Bancarios deberán dar prioridad a los
deudores de créditos de vivienda que hayan entregado en dación de pago el respectivo bien
inmueble. Lo anterior siempre y cuando tales personas naturales, cumplan los requisitos legales



mínimos relacionados con el respectivo análisis del riesgo crediticio.

En el reglamento que expida el Gobierno Nacional en desarrollo del presente artículo, adoptará
medidas que garanticen la protección de los usuarios o locatarios.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-894-06 de 1 de noviembre de 2006, Magistrado
Ponente Dr. Alvaro Tafur Galvis.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-936-03
de 15 de octubre de 2003, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre Lynett, 'en el
entendido que el reglamento que debe expedir el Gobierno Nacional debe someterse a los
objetivos y criterios señalados en el artículo 51 de la Constitución y en los artículos 1 y 2 de
la ley 546 de 1999, y demás reglas de esta ley que sean aplicables al leasing habitacional y
encaminadas a facilitar el acceso a la vivienda'.

ARTÍCULO 2o. Adiciónase el numeral 1 del artículo 7o. del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero con el siguiente literal:

ñ) Celebrar contratos de administración no fiduciaria de la cartera y de las acreencias de las
entidades financieras que han sido objeto de toma de posesión para liquidación.

ARTÍCULO 3o. Adiciónase el artículo 24 del Estatuto Orgánico del Sistema

Financiero con el siguiente literal:

k) Recibir créditos de otros establecimientos de crédito para la realización de operaciones de
microcrédito, con sujeción a los términos y condiciones que fije el Gobierno Nacional.

ARTÍCULO 4o. Adiciónase el numeral 1 del artículo 29 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero con el siguiente literal:

i) Celebrar contratos de administración fiduciaria de la cartera y de las acreencias de las
entidades financieras que han sido objeto de toma de posesión para liquidación.

ARTÍCULO 5o. Modifícase el literal e) del artículo 48 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, el cual quedará así:

e) Determinar el patrimonio técnico, el patrimonio adecuado, el régimen de inversiones, el
patrimonio requerido para la operación de los diferentes ramos de seguro y los límites al
endeudamiento de las entidades aseguradoras y sociedades de capitalización. Mediante esta
facultad el Gobierno Nacional no podrá establecer inversiones forzosas.

ARTÍCULO 6o. Adiciónanse los literales j), k) y l) al artículo 48 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, los cuales quedarán así:



j) Regular los sistemas de pago y las actividades vinculadas con este servicio que no sean
competencia del Banco de la República. Esta facultad se ejercerá previo concepto de la Junta
Directiva del Banco de la República, a fin de que este organismo pueda pronunciarse sobre la
incidencia de la regulación en las políticas a su cargo. De igual forma, corresponde al Gobierno
Nacional establecer las condiciones para que las entidades objeto de intervención desarrollen
actividades de comercio electrónico y utilicen los mensajes de datos de que trata la Ley 527 de
1999;

k) Establecer normas tendientes a prevenir el lavado de activos en las entidades objeto de
intervención, sin perjuicio de las facultades propias de instrucción de la Superintendencia
Bancaria;

l) Determinar las distintas modalidades de crédito cuyas tasas deban ser certificadas por la
Superintendencia Bancaria.

ARTÍCULO 7o. Adiciónase el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente
artículo, que se incorpora bajo el número 52:

Artículo 52. Intervención para el desarrollo de la medida de exclusión de activos y pasivos.

1. El Gobierno Nacional intervendrá para establecer las normas de acuerdo con las cuales se
ejecutarán las medidas de exclusión de activos y pasivos y desmonte progresivo de operaciones,
de acuerdo con las reglas generales previstas en los numerales 11 y 12 del artículo 113 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. En desarrollo de la facultad de intervención que se
regula en el presente artículo el Gobierno Nacional dictará las normas aplicables en el evento en
que se establezca la existencia de activos sobrevaluados o de pasivos subvaluados.

ARTÍCULO 8o. Modifícanse los incisos tercero y cuarto del numeral 5 del artículo 53 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y adiciónase un inciso al mismo numeral así:

En todo caso, se abstendrá de autorizar la participación de las siguientes personas:

a) Las que hayan cometido delitos contra el patrimonio económico, lavado de activos,
enriquecimiento ilícito y los establecidos en los Capítulos Segundo del Título X y Segundo del
Título XIII del Libro Segundo del Código Penal y las normas que los modifiquen, sustituyan o
adicionen;

b) Aquellas a las cuales se haya declarado la extinción del dominio de conformidad con la Ley
333 de 1996, cuando hayan participado en la realización de las conductas a que hace referencia el
artículo 2o. de dicha ley;

c) Las sancionadas por violación a las normas que regulan los cupos individuales de crédito, y

d) Aquellas que sean o hayan sido responsables del mal manejo de los negocios de la institución
en cuya dirección o administración hayan intervenido.

El Superintendente Bancario, dentro de los cinco (5) años siguientes a la fecha en que se haya
decretado la toma de posesión de una entidad financiera con fines de liquidación, podrá
abstenerse de autorizar la participación de los administradores y revisores fiscales que se
hubieran encontrado desempeñando dichos cargos a la fecha en que se haya decretado la medida.



Cuando quiera que al presentarse la solicitud o durante el trámite de la misma se establezca la
existencia de un proceso en curso por los hechos mencionados en los incisos 3 y 4 del presente
artículo, el Superintendente Bancario podrá suspender el trámite hasta tanto se adopte una
decisión en el respectivo proceso.

ARTÍCULO 9o. El numeral 3 del artículo 68 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
quedará así:

3. Procedimiento. Los contratantes en los negocios jurídicos celebrados intuito personae, deberán
expresar su rechazo o aceptación a más tardar dentro de los diez (10) días siguientes al envío por
correo certificado del aviso de cesión, a la direcci ón que figure como su domicilio en los
registros de la entidad. De no recibirse respuesta dentro del término fijado se entenderá aceptada
la cesión. El rechazo de la cesión facultará a la entidad para terminar el contrato sin que haya
lugar a indemnización, procediendo a la liquidación correspondiente y a las restituciones mutuas
a que haya lugar. En todo caso, no se requerirá la aceptación del contratante cedido cuando la
cesión sea el resultado del ejercicio de la medida cautelar indicada en el artículo 113 del presente
Estatuto.

De los titulares de acreencias que sean parte de los demás contratos comprendidos en la cesión,
no se requerirá aceptación. En todo caso deberán ser notificados del aviso de cesión dentro de los
diez (10) días siguientes a la celebración de la operación. La cesión en ningún caso producirá
efectos de novación.

ARTÍCULO 10. Modifícase el numeral 5 del artículo 71 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, el cual quedará así:

5. Condiciones de la autorización. En desarrollo de la adquisición, fusión, conversión, escisión, y
cesión de activos, pasivos y contratos de que trata el artículo 68 del presente Estatuto, las
entidades quedarán facultadas exclusivamente para adelantar las actividades propias de la clase
de institución financiera resultante de la operación. En consecuencia, la aprobación, en caso de
requerirse, deberá condicionarse a que dentro de un término máximo de tres (3) meses, contados
desde la fecha de la misma, se acuerde con la Superintendencia Bancaria un programa de
adecuación de las operaciones al régimen propio de la institución correspondiente, el cual tendrá
una duración máxima de dos (2) años.

ARTÍCULO 11. Adiciónase el siguiente numeral al artículo 71 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero:

8. A los procesos de fusión, escisión, conversión, adquisición y organización de las instituciones
financieras y entidades aseguradoras en las cuales participe el Estado en cualquier proporción,
les son aplicables las normas previstas en esta Parte. En tal sentido, dichas entidades se
entienden facultadas para adelantar estos procesos y no requerirán autorizaciones adicionales a
las previstas en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero para adelantarlos.

ARTÍCULO 12. El artículo 72 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero quedará así:

Artículo 72. Reglas de conducta y obligaciones legales de las entidades vigiladas, de sus
administradores, directores, representantes legales, revisores fiscales y funcionarios. Las



entidades vigiladas, sus administradores, directores, representantes legales, revisores fiscales y
funcionarios, deben obrar no sólo dentro del marco de la ley sino dentro del principio de la buena
fe y de servicio al interés público de conformidad con el artículo 335 de la Constitución Política,
para lo cual tienen la obligación legal de abstenerse de realizar las siguientes conductas:

a) Concentrar el riesgo de los activos por encima de los límites legales;

b) Celebrar o ejecutar, en cualquier tiempo, contravención a disposiciones legales, operaciones
con los accionistas, o con las personas relacionadas o vinculadas con ellos, por encima de los
límites legales;

c) Utilizar o facilitar recursos captados del público, para realizar operaciones dirigidas a adquirir
el control de otras sociedades o asociaciones sin autorización legal;

d) Invertir en otras sociedades o asociaciones en las cuantías o porcentajes no autorizados por la
ley;

e) Facilitar, promover o ejecutar cualquier práctica que tenga como propósito u efecto la evasión
fiscal;

f) No suministrar la información razonable o adecuada que a juicio de la Superintendencia
Bancaria deba entregarse al público, a los usuarios o a los clientes de las entidades vigiladas para
que éstos puedan tomar decisiones debidamente informadas y puedan conocer cabalmente el
alcance de sus derechos y obligaciones en las relaciones contractuales que los vinculan o puedan
llegar a vincular con aquellas;

g) Ejercer actividades o desempeñar cargos sin haberse posesionado ante la Superintendencia
Bancaria cuando la ley así lo exija;

h) No llevar la contabilidad de la entidad vigilada según las normas aplicables, o llevarla en tal
forma que impida conocer oportunamente la situación patrimonial o de las operaciones que
realiza, o remitir a la Superintendencia Bancaria información contable falsa, engañosa o
inexacta;

i) Obstruir las actuaciones de inspección, vigilancia y control de la Superintendencia Bancaria, o
no colaborar con las mismas;

j) Utilizar indebidamente o divulgar información sujeta a reserva;

k) Incumplir o retardar el cumplimiento de las instrucciones, requerimientos u órdenes que
señale la Superintendencia Bancaria sobre las materias que de acuerdo con la ley son de su
competencia, y

l) En general, incumplir las obligaciones y funciones que la ley les imponga, o incurrir en las
prohibiciones, impedimentos o inhabilidades relativas al ejercicio de sus actividades.

ARTÍCULO 13. Adiciónase el numeral 8 al artículo 73 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, el cual quedará así:

8. Independencia de las juntas directivas, consejos directivos o de administración. Las juntas
directivas, consejos directivos o de administración de las instituciones sometidas al control y
vigilancia de la Superintendencia Bancaria, según corresponda, no podrán estar integradas por un



número de miembros principales y suplentes vinculados laboralmente a la respectiva institución
que puedan conformar por sí mismos la mayoría necesaria para adoptar cualquier decisión.

Las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria deberán ajustar la composición de sus
juntas directivas, consejos directivos o de administración a las disposiciones de este numeral
dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.

ARTÍCULO 14. Adiciónase el artículo 74 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con
el siguiente numeral:

4. Posesión. Quienes tengan la representación legal de las instituciones vigiladas, excepto los
gerentes de sucursales, una vez nombrados o elegidos y antes de desempeñar dicha función,
deberán posesionarse y prestar juramento por el cual se obliguen, mientras estén en ejercicio de
sus funciones, a administrar diligentemente los negocios de la entidad, a cumplir con las
obligaciones legales que les correspondan en desarrollo de las mismas, y a cumplir las normas,
órdenes e instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus
atribuciones.

ARTÍCULO 15. El numeral 2 del artículo 75 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
quedará así:

2. Excepciones relativas a los establecimientos bancarios. Los directores y representantes legales
de los establecimientos bancarios podrán hacer parte de las juntas directivas de las corporaciones
financieras y compañías de financiamiento comercial de las cuales sean accionistas. De igual
forma, los directores y representantes legales de las compañías de seguros que participen en el
capital de las corporaciones financieras, dentro de los límites que deban observar de acuerdo con
su régimen de inversiones, podrán hacer parte de las juntas directivas de tales corporaciones.

ARTÍCULO 16. Modifícanse los numerales 1 y 4 del artículo 80 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, de la siguiente forma:

1. Capitales mínimos de las instituciones financieras. Los montos mínimos de capital que
deberán acreditarse para solicitar la constitución de las entidades sometidas al control y
vigilancia de la Superintendencia Bancaria, con excepción de los intermediarios de seguros,
serán de cuarenta y cinco mil ochenta y cinco millones de pesos ($45.085.000.000) para los
establecimientos bancarios; de dieciséis mil trescientos noventa y cinco millones de pesos
($16.395.000.000.) para las corporaciones financieras; de once mil seiscientos trece millones de
pesos ($11.613.000.000) para las compañías de financiamiento comercial; de tres mil
cuatrocientos diecisiete millones de pesos ($3.417.000.000) para las sociedades fiduciarias; de
seis mil ochocientos treinta y un millones de pesos ($6.831.000.000) para las sociedades
administradoras de Fondos de Pensiones; de tres mil cuatrocientos diecisiete millones de pesos
($3.417.000.000) para las sociedades administradoras de fondos de cesantías, el cual se
acumulará al requerido para las sociedades administradoras de fondos de pensiones, cuando la
sociedad administre fondos de pensiones y de cesantías, y de dos mil setecientos treinta y tres
millones de pesos ($2.733.000.000) para las demás entidades financieras. Estos montos se
ajustarán anualmente en forma automática en el mismo sentido y porcentaje en que varíe el
índice de precios al consumidor que suministre el DANE. El valor resultante se aproximará al
múltiplo en millones de pesos inmediatamente superior. El primer ajuste se realizará en enero de



2003, tomando como base la variación del índice de precios al consumidor durante 2002.

Para las entidades aseguradoras, con excepción de aquellas que tengan como objeto exclusivo el
ofrecimiento del ramo de seguro de crédito a la exportación y de aquellas que efectúen
actividades propias de las compañías reaseguradoras, el capital mínimo será de cinco mil
quinientos millones de pesos ($5.500.000.000.00), ajustados anualmente de la forma como se
establece en el inciso anterior, más el patrimonio requerido para operar los diferentes ramos de
seguro, cuyo monto será determinado por el Gobierno Nacional. Las entidades reaseguradoras y
aquellas entidades aseguradoras que efectúen actividades propias de las entidades reaseguradoras
deberán acreditar como capital mínimo veintidós mil millones de pesos ($22.000.000.000.00),
ajustados anualmente en la forma prevista en el inciso anterior. Este último monto comprende el
patrimonio requerido para operar los diferentes ramos de seguro.

Corresponderá al Gobierno Nacional mediante normas de carácter general, fijar los capitales
mínimos que deberán acreditar las instituciones financieras reguladas por normas especiales que
se encuentren sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y las entidades
aseguradoras que tengan como objeto exclusivo el ofrecimiento del ramo de seguro de crédito a
la exportación.

Los montos mínimos de capital de las entidades aseguradoras y reaseguradoras que se modifican
mediante la presente ley, rigen a partir del 1o. de enero de 2003.

4. El monto mínimo de capital previsto por el numeral primero de este artículo deberá ser
cumplido de manera permanente por las entidades en funcionamiento, salvo los establecimientos
de crédito. Para este efecto, el capital mínimo de funcionamiento resultará de la suma de las
siguientes cuentas patrimoniales: capital suscrito y pagado, capital garantía, reservas, superávit
por prima en colocación de acciones, utilidades no distribuidas de ejercicios anteriores y
revalorización de patrimonio, y se deducirán las pérdidas acumuladas. Igualmente se tendrán en
cuenta los bonos obligatoriamente convertibles en acciones en los términos del parágrafo 1o. del
numeral 5 de este artículo. Así mismo, en el caso de las entidades que sean objeto de las medidas
a que se refieren los artículos 48, literal i) y 113 de este Estatuto, podrán tomarse en cuenta los
préstamos subordinados, convertibles en acciones o redimibles con recursos obtenidos por la
colocación de acciones que se otorguen a la entidad financiera, en las condiciones que fije el
Gobierno Nacional. Dichos préstamos podrán ser otorgados por entidades financieras en los
casos y con las condiciones que fije el Gobierno.

ARTÍCULO 17. Modifícanse los numerales 2 y 3 del artículo 82 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, los cuales quedarán así:

2. Patrimonio técnico, patrimonio adecuado y fondo de garantía de las entidades aseguradoras.

a) Patrimonio técnico. El patrimonio técnico de las entidades aseguradoras estará conformado
por los rubros y ponderaciones que determine el Gobierno Nacional;

b) Patrimonio adecuado. El patrimonio adecuado de las entidades aseguradoras corresponderá al
patrimonio técnico mínimo que deben mantener y acreditar para dar cumplimiento al margen de
solvencia, de la forma como lo establezca el Gobierno Nacional.

El margen de solvencia se determinará en función del importe de las primas o de la carga media
de siniestralidad, el que resulte más elevado. El Gobierno Nacional establecerá la periodicidad,



forma, riesgos y elementos técnicos de los factores que determinan el margen de solvencia;

c) Fondo de garantía. Corresponde al cuarenta por ciento (40%) del margen de solvencia o
patrimonio adecuado, acreditado en patrimonio técnico.

3. Patrimonio requerido para operar los diferentes ramos de seguro. El Gobierno Nacional
establecerá el patrimonio requerido para operar los diferentes ramos de seguro que les sean
autorizados a las entidades aseguradoras. Para efectos del cálculo del capital mínimo, los
patrimonios requeridos se sumarán al valor absoluto señalado en el numeral 1 del artículo 80 de
este Estatuto.

ARTÍCULO 18. Adiciónase un numeral 4 al artículo 83 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, así:

4. Por los defectos mensuales en que incurran las entidades aseguradoras en el margen de
solvencia a que se refiere el numeral 2 del artículo 82 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, la Superintendencia Bancaria impondrá una multa a favor del Tesoro Nacional por el
equivalente al tres punto cinco por ciento (3.5%) sobre el valor del defecto patrimonial que
presenten mensualmente, sin exceder, respecto de cada incumplimiento, del uno punto cinco por
ciento (1.5%) de patrimonio requerido para dar cumplimiento a dichas relaciones.

Cuando los defectos mensuales se originen como consecuencia de eventos catastróficos las
compañías de seguros convendrán un plan de ajuste con la Superintendencia Bancaria cuyo plazo
no podrá superar noventa (90) días. El incumplimiento del plan de ajuste será sancionado con la
multa prevista en el inciso anterior. La Superintendencia Bancaria definirá los eventos
catastróficos.

Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de las demás sanciones o medidas
administrativas que pueda imponer la Superintendencia Bancaria conforme a sus facultades
legales.

ARTÍCULO 19. Modifícase el segundo inciso del numeral 1 del artículo 88 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, que quedará así:

Para efectos de impartir su autorización, el Superintendente Bancario deberá verificar que la
persona interesada en adquirir las acciones no se encuentra en alguna de las situaciones
mencionadas en los incisos 3, 4 y 5 del numeral 5 del artículo 53 del presente Estatuto y,
adicionalmente, que la inversión que desea realizar cumple con las relaciones previstas en el
inciso 6 del citado numeral 5, salvo, en este último caso, que se trate de transacciones de
acciones realizadas con préstamos otorgados por el Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras (Fogafín) con el propósito de restablecer la solidez patrimonial de entidades
vigiladas.

ARTÍCULO 20. Adiciónase el siguiente inciso al numeral 3 del artículo 88 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero:

No se aplicará la excepción anterior cuando se realice una transacción que increm ente la
participación del inversionista a más del cincuenta por ciento (50%) de las acciones suscritas de
la entidad vigilada.



ARTÍCULO 21. El artículo 94 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

Artículo 94. Oficinas de representación de instituciones financieras y reaseguros del exterior.

1. Autorización apertura. Corresponde a la Superintendencia Bancaria autorizar el
establecimiento en el país de oficinas de representación de organismos financieros y reaseguros
del exterior, así como ejercer sobre ellas la inspección, vigilancia y control con las mismas
facultades con que cuenta para supervisar a las entidades del sector financiero y asegurador.

El Gobierno Nacional señalará mediante normas de carácter general las restricciones y
prohibiciones de las oficinas, las excepciones al régimen de apertura, así como las calidades y
requisitos para ser representante de las mismas.

2. O ficinas de representación de instituciones financieras del exterior. Las oficinas de
representación de entidades financieras del exterior sólo podrán prestar los servicios que el
Gobierno Nacional, mediante normas de carácter general señale.

3. Oficinas de representación de reaseguradoras del exterior. Estas oficinas exclusivamente
podrán operar en la aceptación o cesión de responsabilidades en reaseguro; por tanto, no
actuarán, directa o indirectamente, en la contratación de seguros.

4. Registro de reaseguradores y corredores de reaseguro del exterior. La Superintendencia
Bancaria organizará un registro de los reaseguradores y corredores de reaseguros del exterior que
actúen o pretendan actuar en el mercado colombiano. Dicho registro tiene como propósito
permitir que se evalúe su solvencia, experiencia y profesionalismo, entre otros factores. Para el
efecto, señalará las condiciones de inscripción y los casos en los cuales constituye práctica
insegura contratar con reaseguradores o con la mediación de corredores de reaseguro no inscritos
o excluidos del registro.

La inscripción en el registro puede ser negada, suspendida o cancelada por la Superintendencia
Bancaria, cuando el reasegurador o corredor de reaseguro del exterior no cumpla o deje de
satisfacer los requisitos de carácter general establecidos por dicho organismo.

5. Representación. La representación de las oficinas a que alude este artículo estará a cargo de la
persona natural designada por la institución del exterior, la cual deberá estar debidamente po
sesionada para dicho efecto ante la Superintendencia Bancaria.

6. Régimen Sancionatorio. El incumplimiento de las disposiciones que rigen la actividad de las
oficinas de representación será sancionado por la Superintendencia Bancaria en la forma prevista
en los artículos 209 y 211 del presente Estatuto. Además, dando aplicación al numeral 2 del
artículo 208 del presente Estatuto, la Superintendencia Bancaria podrá ordenar la clausura de la
oficina de representación y la remoción del representante".

ARTÍCULO 22. El artículo 96 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero quedará así:

"Artículo 96. Conservación de archivos y documentos. Los libros y papeles de las instituciones
vigiladas por la Superintendencia Bancaria deberán conservarse por un período no menor de
cinco años (5) años, desde la fecha del respectivo asiento, sin perjuicio de los términos
establecidos en normas especiales. Vencido este lapso, podrán ser destruidos siempre que, por
cualquier medio técnico adecuado, se garantice su reproducción exacta.



PARÁGRAFO. La administración y conservación de los archivos de las entidades financieras
públicas en liquidación, se someterá a lo previsto para las entidades financieras en liquidación
por el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y demás normas que lo modifiquen o adicionen.
Una vez transcurridos cinco años se deberá realizar la reproducción correspondiente, a través de
cualquier medio técnico adecuado y transferirse al Archivo General de la Nación.

Las historias laborales de los ex funcionarios de las entidades financieras públicas en
liquidación, deberán ser transferidas a la entidad a la cual estaban vinculadas o adscritas una vez
finalice el proceso de liquidación correspondiente."

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, en relación con el cargo por violación del artículo 158 de
la Constitución, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1042-03 de 5 de
noviembre de 2003, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rentería.

ARTÍCULO 23. Modifícase el numeral 1 del artículo 97 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, el cual quedará así:

"1. Información a los usuarios. Las entidades vigiladas deben suministrar a los usuarios de los
servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en las
operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado y poder tomar decisiones informadas.

En tal sentido, no está sujeta a reserva la información correspondiente a los activos y al
patrimonio de las entidades vigiladas, sin perjuicio del deber de sigilo que estas tienen sobre la
información recibida de sus clientes y usuarios."

ARTÍCULO 24. Modifícase el numeral 4 del artículo 98 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, el cual quedará así:

"4. Debida prestación del servicio y protección al consumidor.

4.1 Deber general. Las instituciones sometidas al control de la Superintendencia Bancaria, en
cuanto desarrollan actividades de interés público, deberán emplear la debida diligencia en la
prestación de los servicios a sus clientes a fin de que estos reciban la atención debida en el
desarrollo de las relaciones contractuales que se establezcan con aquellas y, en general, en el
desenvolvimiento normal de sus operaciones.

Igualmente, en la celebración de las operaciones propias de su objeto dichas instituciones
deberán abstenerse de convenir cláusulas que por su carácter exorbitante puedan afectar el
equilibrio del contrato o dar lugar a un abuso de posición dominante.

4.2 Defensor del cliente. Las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria deberán
contar con un defensor del cliente, cuya función será la de ser vocero de los clientes o usuarios
ante la respectiva institución, así como conocer y resolver las quejas de estos relativas a la
prestación de los servicios.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado y en letra itálica declarado EXEQUIBLE, frente al cargo analizado, por la
Corte Constitucional mediante Sentencia C-314-09 de 5 de mayo de 2009, Magistrado
Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-1150-03 de 2 de diciembre de 2003, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre Lynett.

El defensor del cliente de las instituciones vigiladas por la Superintendencia Bancaria deberá ser
independiente de los organismos de administración de las mismas entidades y no podrá
desempeñar en ellas función distinta a la aquí prevista.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, frente al cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-314-09 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena
de 5 de mayo de 2009, Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

Dentro de los parámetros establecidos en este numeral el Gobierno Nacional mediante normas de
carácter general señalará las reglas a las cuales deberá sujetarse la actividad del defensor del
cliente de las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria.

Corresponderá a la asamblea general de socios o de asociados de las instituciones vigiladas la
designación del defensor del cliente. En la misma sesión en que sea designado deberá incluirse la
información relativa a las apropiaciones previstas para el suministro de recursos humanos y
técnicos destinados al desempeño de las funciones a él asignadas.

4.3 <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Procedimiento para el conocimiento de las quejas. Previo
al sometimiento ante la Superintendencia Bancaria de las quejas individuales relacionadas con la
prestación de servicios por parte de las instituciones vigiladas que en virtud de sus competencias
pueda conocer, el cliente o usuario deberá presentar su reclamación al defensor, quien deberá
pronunciarse sobre ella en un término que en ningún caso podrá ser superior a quince (15) días
hábiles, contados desde el momento en que cuente con todos los documentos necesarios para
resolver la queja.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso declarado EXEQUIBLE salvo el aparte tachado que se declara INEXEQUIBLE por
la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1150-03 de 2 de diciembre de 2003,
Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre Lynett.

Lo establecido en el inciso anterior se entiende sin perjuicio de las acciones judiciales que
pueden presentar tanto clientes y usuarios como las mismas instituciones vigiladas a efectos de
resolver sus controversias contractuales y de aquellas quejas que en interés general colectivo se



presenten ante la Superintendencia Bancaria.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, frente al cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-314-09 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena
de 5 de mayo de 2009, Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

4.4 Sanciones. El incumplimiento de las obligaciones a cargo del defensor del cliente será
sancionado por la Superintendencia Bancaria en la forma prevista en la Parte Séptima del
presente Estatuto. En los términos de dichas disposiciones las instituciones vigiladas podrán ser
sancionadas por no designar al defensor del cliente, por no efectuar las apropiaciones necesarias
para el suministro de los recursos humanos y técnicos que requiera su adecuado desempeño o por
no proveer la información que necesite en ejercicio de sus funciones. El defensor del cliente
podrá ser sancionado por el incumplimiento de las obligaciones que le son propias.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado y en letra itálica declarado EXEQUIBLE, frente al cargo analizado, por la
Corte Constitucional mediante Sentencia C-314-09 según Comunicado de Prensa de la Sala
Plena de 5 de mayo de 2009, Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-1150-03 de 2 de diciembre de 2003, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre Lynett.

PARÁGRAFO. El defensor del cliente podrá desempeñar su función simultáneamente en varias
instituciones vigiladas. Se excluye de la obligación de contar con un defensor del cliente a los
bancos de redescuento."

ARTÍCULO 25. Adiciónase el siguiente numeral al artículo 98 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero:

"5. Con el propósito de garantizar el derecho de los consumidores, las instituciones financieras
deberán proporcionar la información suficiente y oportuna a todos los usuarios de sus servicios,
permitiendo la adecuada comparación de las condiciones financieras ofrecidas en el mercado. En
todo caso, la información financiera que se presente al público deberá hacerse en tasas efectivas.
El Gobierno Nacional, mediante normas de carácter general, determinará la periodicidad y forma
como deberá cumplirse esta obligación."

ARTÍCULO 26. Adiciónase el artículo 98 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con
el siguiente numeral:

"6. Conflictos de interés. Dentro del giro de los negocios de las entidades vigiladas por la
Superintendencia Bancaria, los directores, representantes legales, revisores fiscales y en general
todo funcionario con acceso a información privilegiada tiene el deber legal de abstenerse de
realizar cualquier operación que dé lugar a conflictos de interés.



La Superintendencia Bancaria impondrá las sanciones a que haya lugar cuando se realicen
operaciones que den lugar a conflicto de interés, de conformidad con el régimen general
sancionatorio de su competencia. Así mismo, podrá establecer mecanismos a través de los cuales
se subsane la situación de conflicto de interés, si a ello hubiere lugar.

Adicionalmente, la Superintendencia Bancaria podrá calificar de manera general y previa la
existencia de tales conflictos respecto de cualquier institución vigilada."

ARTÍCULO 27. El artículo 104 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, modificado
por el artículo 25 de la Ley 365 de 1997, quedará así:

Artículo 104. Información periódica. Toda institución financiera deberá informar a la Unidad de
Información y Análisis Financiero (UIAF), la totalidad de las transacciones en efectivo de que
trata el artículo anterior, conforme a las instrucciones que al efecto imparta la Superintendencia
Bancaria, en aplicación del artículo 10 de la Ley 526 de 1999.

ARTÍCULO 28. Adiciónase el artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con
el siguiente numeral:

"11. Exclusión de activos y pasivos. Con el propósito de proteger la confianza pública en el
sistema financiero, la Superintendencia Bancaria podrá disponer, como medida cautelar, la
exclusión de activos y pasivos de un establecimiento de crédito y como consecuencia de la
misma, la transferencia de la propiedad de los activos y la cesión de los pasivos de dicho
establecimiento que se determinen al expedir la orden correspondiente, cuando la medida sea
procedente a juicio del Superintendente Bancario, para prevenir que una entidad incurra en
causal de toma de posesión o para subsanarla, o como medida complementaria a la toma de
posesión.

La medida de exclusión de activos y pasivos se sujetará a las normas que el Gobierno Nacional
dicte en desarrollo de las atribuciones de intervención y a las siguientes reglas generales:

a) Unicamente serán objeto de exclusión los pasivos originados en la captación de depósitos del
público a la vista o a término, los créditos a favor del Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras, del Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas y del Banco de la República,
diferentes de los originados en operaciones de redescuento celebradas con este último, cuando
intermedie líneas de crédito externo, y en las operaciones de liquidez de que trata el literal b) del
artículo 16 de la Ley 31 de 1992. La transferencia de los pasivos resultante de la exclusión se
producirá de pleno derecho, sin perjuicio del aviso que se dará a los titulares de los pasivos
objeto de exclusión;

b) Los pasivos para con el público serán transferidos en su totalidad a los establecimientos de
crédito en las condiciones y bajo los procedimientos que determine el Gobierno Nacional, para lo
cual podrá utilizar el mecanismo de subasta;

c) Con los activos excluidos se conformará un patrimonio que estará separado para todos los
efectos legales del patrimonio de la entidad de la cual fue excluido, así como del patrimonio de
aquella que en virtud de la medida cautelar prevista en este numeral lo administre. Dicho
patrimonio estará afecto exclusivamente a los propósitos establecidos en el presente Estatuto y
podrá ser administrado por un establecimiento de crédito en virtud de un contrato de



administración no fiduciario o por una sociedad fiduciaria en virtud de un contrato de fiducia
mercantil. Los pasivos a favor del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, del Fondo de
Garantías de Entidades Cooperativas y del Banco de la República serán transferidos a este
patrimonio;

d) La exclusión comprenderá activos por la diferencia positiva, si la hay, resultante de restar al
activo registrado en el último balance disponible de la institución sujeto de la medida, antes de la
adopción de la misma, el pasivo externo a cargo de esta, teniendo en cuenta los ajustes que en
relación con dicho balance sean necesarios a juicio de la Superintendencia Bancaria. En todo
caso, se procurará que exista equivalencia entre el valor atribuido a los activos transferidos al
patrimonio conformado en virtud de lo previsto en el literal c) del presente numeral y los pasivos
excluidos;

e) Dentro de los activos excluidos quedarán comprendidos los que hayan sido transferidos al
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, al Fondo de Garantías de Entidades
Cooperativas y al Banco de la República mediante operaciones de descuento o de redescuento,
diferentes de las señaladas en el literal a) de este artículo. En tal caso, las entidades mencionadas
deberán transferir al patrimonio constituido conforme al numeral 11, literal c) del artículo 113
del presente Estatuto, los bienes que les hubieren sido enajenados en desarrollo de la operación
activa de crédito, o su equivalente en dinero, a más tardar dentro de los ocho (8) días hábiles
siguientes a la fecha en que se adoptó la medida, una vez constituido el patrimonio en mención;

f) Con el fin de hacer viable la medida de exclusión, en caso de que no exista la equivalencia
entre los activos y pasivos objeto de la misma a que se refiere el literal precedente, el Fondo de
Garantías de Instituciones Financieras, dentro del marco de sus atribuciones legales y, en
especial, del numeral 6 del artículo 320 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, podrá
suscribir títulos de deuda de pago subordinado a cargo del patrimonio al que se transfieran los
activos, con el fin de que los activos existentes tengan un valor que corresponda cuando menos al
de los pasivos excluidos. Dentro de los activos excluidos podrán incluirse activos castigados;

g) Con cargo al patrimonio que se conforme con los activos excluidos se emitirán títulos
representativos de derechos sobre dichos activos por un monto equivalente al de los pasivos
excluidos, cuyas clases y condiciones serán fijadas por la Junta Directiva del Fondo de Garantías
de Instituciones Financieras, teniendo en cuenta las normas que expida el Gobierno Nacional;

h) Con el fin de darle liquidez a los activos excluidos, el Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras podrá transferir al patrimonio constituido conforme al literal c) del presente numeral,
a cambio de títulos de deuda que se emitan en desarrollo de lo previsto en el literal g) de este
numeral, hasta una suma equivalente al seguro de depósito que habría de reconocerse en caso de
liquidación forzosa respecto de los pasivos excluidos;

i) El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras podrá permutar títulos de deuda que se
emitan en desarrollo de lo previsto en el literal g) de este numeral, por títulos emitidos por dicho
Fondo, con el objeto de entregarlos como pago a los establecimientos de crédito receptores de los
pasivos con el público;

j) Las transferencias de los activos y pasivos excluidos se efectuará por los administradores de la
entidad, en la forma y términos que sean determinados por el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras, entidad que también determinará los destinatarios de las transferencias,
así como las directrices bajo las cuales se podrá adelantar por la entidad sujeto de la medida la



administración temporal de los activos excluidos, para lo cual se contará con la cooperación
interinstitucional de la Superintendencia Bancaria, todo con sujeción a las normas que establezca
el Gobierno Nacional;

k) Para efectos fiscales y de determinación de derechos notariales y de registro, las transferencias
que se realicen en desarrollo de la medida de exclusión se considerarán como actos sin cuantía;

l) La transferencia de activos y pasivos se entenderá perfeccionada con la protocolización del
documento o documentos privados que la contengan y tratándose de derechos cuya tradición o
constitución esté sujeta a registro, bastará con la inscripción de copia de la correspondiente
escritura de protocolización, caso en el cual se dará aplicación a lo previsto en el numeral 4 del
artículo 60 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero;

m) Los administradores serán responsables hasta la culpa leve en los términos del artículo 63 del
Código Civil, por el cumplimiento inmediato de la obligación de transferencia resultante de la
exclusión;

n) En el caso previsto en el presente artículo y en el evento en que se disponga la liquidación de
la entidad, respecto de los activos y pasivos excluidos no se aplicarán las reglas del artículo 300
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero;

ñ) En caso de que llegare a existir, el remanente que quede en el patrimonio constituido
conforme al literal c) del presente numeral después de pagar los pasivos que lo afecten será
transferido al establecimiento de crédito que enajenó los activos excluidos.

PARÁGRAFO. Las menciones al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras que se hagan
en el presente numeral, se entenderán también efectuadas al Fondo de Garantías de Entidades
Cooperativas, cuando se trate de operaciones realizadas con entidades cooperativas inscritas en
dicho fondo."

ARTÍCULO 29. Adiciónase el artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con
el siguiente numeral:

"12. Programa de desmonte progresivo. El programa de desmonte progresivo es una medida
cautelar que procede para la protección de los ahorradores e inversionistas y que busca evitar que
las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria incurran en
causal de toma de posesión o para prevenirla. Esta medida procederá cuando la institución
vigilada prevea que en el mediano plazo no podrá continuar cumpliendo con los requerimientos
legales para funcionar en condiciones adecuadas, siempre y cuando se garantice la adecuada
atención de los ahorros del público. Para este caso, la entidad deberá adoptar y someter a la
aprobación de la Superintendencia Bancaria un programa de desmonte progresivo de sus
operaciones financieras o de seguros. La Superintendencia Bancaria podrá exceptuar a las
entidades en desmonte de los requerimientos legales de una entidad en marcha."

ARTÍCULO 30. Adiciónase el numeral 13 del artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, el cual q uedará así:

"13. Provisión para el pago de pasivos laborales. Del total de los activos que posea la institución
financiera al momento de la aplicación de la medida preventiva de exclusión o desmonte
progresivo se constituirá la provisión correspondiente para el pago de las acreencias laborales,



prestaciones sociales y/o indemnizaciones legales o convencionales existentes, con el fin de
garantizar la cancelación de los mismos."

ARTÍCULO 31. Adiciónase el artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con
el siguiente parágrafo:

"Parágrafo. Las medidas contempladas en los numerales 11 y 12 del presente artículo, podrán ser
aplicables en situaciones de reorganización o desmonte total o parcial de instituciones
financieras en cuyo capital participe mayoritariamente la Nación, el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras u otras entidades de derecho público.

El Gobierno Nacional podrá disponer mediante normas de carácter general que en la
transferencia que se dé como consecuencia de la aplicación de la medida de exclusión, se
incluyan otros pasivos a cargo de la institución financiera de naturaleza pública respecto de la
cual recaiga la medida, caso en el cual alguno o algunos de tales pasivos podrán quedar a cargo
del patrimonio constituido conforme a lo establecido en el literal c) numeral 11 del presente
artículo. El contrato de administración de los activos excluidos se celebrará con la entidad que
designe el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, en los términos y condiciones que
este mismo determine y se sujetará a las reg las del derecho privado. La administración de los
activos excluidos podrá ser confiada a la Central de Inversiones S.A. CISA, mientras el Fondo de
Garantías de Instituciones Financieras mantenga la participación de capital mayoritaria en la
misma."

ARTÍCULO 32. El numeral 1 del artículo 114 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
quedará así:

"Artículo 114. Causales. 1. Corresponde a la Superintendencia Bancaria tomar posesión
inmediata de los bienes, haberes y negocios de una entidad vigilada cuando se presente alguno de
los siguientes hechos que, a su juicio, hagan necesaria la medida y previo concepto del consejo
asesor."

ARTÍCULO 33. Adiciónase el numeral 1 del artículo 114 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero con los siguientes literales:

"k) Cuando incumpla la orden de exclusión de activos y pasivos que le sea impartida por la
Superintendencia Bancaria, y

l) Cuando se incumpla el programa de desmonte progresivo acordado con la Superintendencia
Bancaria."

ARTÍCULO 34. Adiciónase al literal a), numeral 2 del artículo 114 del Estatuto Orgánico de
Sistema Financiero, el siguiente inciso:

"Tratándose de las entidades aseguradoras, se entenderá configurada esta causal por defecto del
fondo de garantía."

ARTÍCULO 35. El literal c) del numeral 3 del artículo 119 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, quedará así:



"c) No podrán celebrarse operaciones que impliquen conflictos de interés. La Superintendencia
Bancaria determinará y calificará en la forma prevista en los incisos 2o. y 3o. del numeral 6 del
artículo 98 del presente Estatuto, la existencia de tales conflictos. Así mismo, podrá establecer
mecanismos a través de los cuales se subsane la situación de conflicto de interés, si a ello hubiere
lugar."

ARTÍCULO 36. El numeral 1 del artículo 122 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero
quedará así:

"1. Operaciones con socios o administradores y sus parientes. Las operaciones autorizadas que
determine el Gobierno Nacional y que celebren las entidades vigiladas por la Superintendencia
Bancaria, con sus accionistas titulares del cinco por ciento (5%) o más del capital suscrito, con
sus administradores, así como las que celebren con los cónyuges y parientes de sus socios y
administradores dentro del segundo grado de consanguinidad o de afinidad, o único civil,
requerirán para su aprobación del voto unánime de los miembros de junta directiva asistentes a la
respectiva reunión.

En el acta de la correspondiente reunión de la junta directiva se dejará constancia, además, de
haberse verificado el cumplimiento de las normas sobre límites al otorgamiento de crédito o
cupos máximos de endeudamiento o de concentración de riesgos vigentes en la fecha de
aprobación de la operación.

En estas operaciones no podrán convenirse condiciones diferentes a las que generalmente utiliza
la entidad para con el público, según el tipo de operación, salvo las que se celebren con los
administradores para atender sus necesidades de salud, educación, vivienda y transporte de
acuerdo con los reglamentos que para tal efecto previamente determine la junta directiva de
manera general."

ARTÍCULO 37. El numeral 5 del artículo 146 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
quedará así:

"5. Prohibiciones generales. Ninguna sociedad fiduciaria podrá administrar más de un fondo
común ordinario de inversión.

La Superintendencia Bancaria podrá establecer límites a los recursos de los negocios
administrados por las sociedades fiduciarias, que dichas entidades pueden mantener en depósitos
a la vista en su matriz o en las filiales o subsidiarias de esta. Los límites establecidos por la
Superintendencia Bancaria no se aplicarán cuando el fideicomitente, de manera expresa y por
escrito, autorice que sus recursos sean depositados en las referidas entidades."

ARTÍCULO 38. Adiciónase el artículo 146 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con
el siguiente numeral:

"9. Conflictos de interés. Los directores, representantes legales, revisores fiscales y en general
todo funcionario de entidades fiduciarias con acceso a información privilegiada deberá
abstenerse de realizar cualquier operación que de lugar a conflictos de interés entre el fiduciario
y el fideicomitente o los beneficiarios designados por este. La Superintendencia Bancaria
determinará y calificará en la forma prevista en los incisos 2o. y 3o. del numeral 6 del artículo 98



del presente Estatuto, la existencia de tales conflictos. Así mismo, podrá establecer mecanismos
a través de los cuales se subsane la situación de conflicto de interés, si a ello hubiere lugar."

ARTÍCULO 39. Modifícase el numeral 3 del artículo 152 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, el cual quedará así:

"3. Inversiones de los fondos comunes ordinarios. Será responsabilidad de las sociedades
fiduciarias adoptar las metodologías y procedimientos necesarios para el análisis y manejo
seguro y eficiente del riesgo de las inversiones que realicen con los recursos de los fondos
comunes ordinarios.

La Superintendencia Bancaria señalará los principios y criterios generales que las sociedades
fiduciarias deben adoptar para evaluar adecuadamente los riesgos implícitos en tales operaciones.

Las sociedades fiduciarias que no observen los citados principios y criterios deberán someterse al
régimen de inversiones que mediante normas de carácter general señale la Superintendencia
Bancaria.

En todo caso, las entidades no podrán invertir en títulos de los cuales sean emisoras, aceptantes o
garantes las sociedades matrices o subordinadas de la respectiva institución fiduciaria."

ARTÍCULO 40. El numeral 1 del artículo 158 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
quedará así:

"1. Conflictos de interés. Las administradoras y sus directores, representantes legales o cualquier
funcionario con acceso a información privilegiada deberán abstenerse de realizar cualquier
operación que de lugar a conflictos de interés entre ellas o sus accionistas y aportantes de capital
y los fondos o patrimonios que administran. La Superintendencia Bancaria determinará y
calificará en la forma prevista en los incisos 2o. y 3o. del numeral 6 del artículo 98 del presente
Estatuto, la existencia de tales conflictos. Así mismo, podrá establecer mecanismos a través de
los cuales se subsane la situación de conflicto de interés, si a ello hubiere lugar.

Cuando su matriz sea una de las entidades a que se refiere el numeral 1 del artículo 119 del
presente estatuto, las administradoras no podrán realizar las operaciones a que se refieren los
numerales 2 y 3 del mismo artículo."

ARTÍCULO 41. Adiciónase el numeral 5 al artículo 182 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, así:

"5. Por los defectos en la inversión de las reservas en que incurran las entidades aseguradoras y
las sociedades de capitalización, la Superintendencia Bancaria impondrá multas a favor del
Tesoro Nacional por el equivalente al 3.5% del defecto presentado en cada mes calendario."

ARTÍCULO 42. Modifícase el numeral 1 del artículo 184 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, el cual quedará así:

"1. Modelos de pólizas y tarifas. La autorización previa de la Superinten-dencia Bancaria de los
modelos de las pólizas y tarifas será necesaria cuando se trate de la autorización inicial a una
entidad aseguradora o para la explotación de un nuevo ramo.



En concordancia con lo dispuesto por el artículo 2o. de la Ley 389 de 1997, los modelos de las
pólizas y sus anexos deberán enviarse a la Superintendencia Bancaria para su correspondiente
depósito, en las condiciones que determine dicho organismo."

ARTÍCULO 43. El artículo 186 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

"Artículo 186. Régimen de reservas técnicas e inversiones. Las entidades aseguradoras y las que
administren el Sistema General de Riesgos Profesionales, cualquiera que sea su naturaleza,
deberán constituir, entre otras, las siguientes reservas técnicas, de acuerdo con las normas de cará
cter general que para el efecto expida el Gobierno Nacional:

a) Reserva de riesgos en curso;

b) Reserva matemática;

c) Reserva para siniestros pendientes, y

d) Reserva de desviación de siniestralidad.

El Gobierno Nacional señalará las reservas técnicas adicionales a las señaladas que se requieran
para la explotación de los ramos. Así mismo, dictará las normas que determinen los aspectos
técnicos pertinentes, para garantizar que los diferentes tipos de seguros que se expidan dentro del
Sistema de Seguridad Social cumplan con los principios que los rigen."

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-553-07, mediante
Sentencia C-719-07 de 11 de septiembre de 2007, Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla
Pinilla.

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-553-07 de 25 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr. Marco
Gerardo Monroy Cabra.

ARTÍCULO 44. Modifícase el numeral 5 del artículo 193 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, así:

"5. <Apartes tachados INEXEQUIBLES> Facultades del Gobierno Nacional en relación con los
términos de la póliza y contribución al Fosyga. Por tratarse de un seguro obligatorio de forzosa
contratación, el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público,
señalará con carácter uniforme las condiciones generales de las pólizas, las tarifas máximas que
puedan cobrarse por el mismo, así como el valor de la contribución al Fondo de Solidaridad y
Garantía. El valor de esta contribución deberá calcularse como la suma entre un porcentaje de la
prima anual del seguro y un porcentaje del valor comercial del vehículo. En todo caso, este valor
no podrá exceder un 100% del valor de la prima anual.

La Superintendencia Bancaria revisará periódicamente las condiciones técnicas y financieras de
la operación de este seguro, propósito para el cual solicitará a las entidades aseguradoras la
información que estime conveniente.



En todo caso, en la determinación de las tarifas se observarán los principios de equidad,
suficiencia y moderación y se podrán establecer rangos diferenciales según la naturaleza de los
riesgos.

PARÁGRAFO 1o. Estarán libres de contribución a cu alquier institución o fondo, las primas del
SOAT sobre motocicletas hasta 200 cc de cilindrada. En consecuencia, la prima del SOAT para
estos vehículos cubrirá exclusivamente el costo del riesgo que actuarialmente se determine para
ellos, considerándolos con un criterio de favorabilidad frente a otros de mayor capacidad de
pasajeros y cilindrada.

PARÁGRAFO 2o. Para efectos de la fijación de las primas, el Gobierno Nacional fijará las
políticas de imputación de la accidentalidad vial, teniendo en cuenta la responsabilidad en la
causación del accidente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Apartes tachados declarados INEXEQUIBLES 'por vicios de forma', por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-312-04 de 30 de marzo de 2004, Magistrado Ponente
Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

ARTÍCULO 45. Sustitúyase la Parte Séptima del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
la cual quedará así:

Parte Séptima

REGIMEN SANCIONATORIO

Capítulo I.

Reglas Generales.

Artículo 208. Reglas generales. Se establece en esta parte del Estatuto el régimen sancionatorio
administrativo aplicable a las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, así como a
los directores, administradores, representantes legales, revisores fiscales u otros funcionarios o
empleados de estas.

La facultad sancionatoria administrativa de la Superintendencia Bancaria se orienta y ejerce de
acuerdo con los siguientes principios, criterios y procedimientos:

1. Principios. La Superintendencia Bancaria en la aplicación de las sanciones administrativas
orientará su actividad siguiendo los siguientes principios:

a) Principio de contradicción: La Superintendencia Bancaria tendrá en cuenta los descargos que
hagan las personas a quienes se les formuló pliego de cargos y la contradicción de las pruebas
allegadas regular y oportunamente al proceso administrativo sancionatorio;

b) Principio de proporcionalidad, según el cual la sanción deberá ser proporcional a la infracción;

c) Principio ejemplarizante de la sanción, según el cual la sanción que se imponga persuada a los
demás directores, administradores, representantes legales, revisores fiscales o funcionarios o



empleados de la misma entidad vigilada en la que ocurrió la infracción y demás entidades
vigiladas por la Superintendencia Bancaria, de abstenerse de vulnerar la norma que dio origen a
la sanción;

d) Principio de la revelación dirigida, según el cual la Superintendencia Bancaria podrá
determinar el momento en que se divulgará la información en los casos en los cuales la
revelación de la sanción puede poner en riesgo la solvencia o seguridad de las entidades
vigiladas consideradas individualmente o en su conjunto.

Adicionalmente, la Superintendencia Bancaria aplicará los principios orientadores de las
actuaciones administrativas establecidos en el artículo 3o. del Código Contencioso
Administrativo.

2. Criterios para graduar las sanciones administrativas.

Las sanciones por infracciones administrativas a que se hace mención en este artículo, se
graduarán atendiendo los siguientes criterios, en cuanto resulten aplicables:

a) La dimensión del daño o peligro a los intereses jurídicos tutelados por la Superintendencia
Bancaria, de acuerdo con las atribuciones que le señala el presente Estatuto;

b) El beneficio económico que se hubiere obtenido para el infractor o para terceros, por la
comisión de la infracción, o el daño que tal infracción hubiere podido causar;

c) La reincidencia en la comisión de la infracción;

d) La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de supervisión de la
Superintendencia Bancaria;

e) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de la infracción, o cuando se utiliza
persona interpuesta para ocultarla o encubrir sus efectos;

f) El grado de prudencia y diligencia con que se hayan atendido los deberes o se hayan aplicado
las normas legales pertinentes;

g) La renuencia o desacato a cumplir con las órdenes impartidas por la Superintendencia
Bancaria;

h) El ejercicio de actividades o el desempeño de cargos sin que se hubieren posesionado ante la
Superintendencia Bancaria cuando la ley así lo exija;

i) El reconocimiento o aceptación expresos que haga el investigado sobre la comisión de la
infracción antes de la imposición de la sanción a que hubiere lugar.

Estos criterios de graduación no se aplicarán en la imposición de aquellas sanciones pecuniarias
regladas por normas especiales, cuya cuantía se calcula utilizando la metodología indicada por
tales disposiciones, como son las relativas a encaje, niveles adecuados de patrimonio, márgenes
de solvencia, posición propia, inversiones obligatorias, máximos y mínimos de inversión y
demás controles de ley aplicables a las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria.

3. Sanciones. Las siguientes son las sanciones de carácter administrativo que la Superintendencia
Bancaria puede imponer:



a) Amonestación o llamado de atención;

b) Multa pecuniaria a favor del Tesoro Nacional. Cuando se trate de las sanciones previstas en el
artículo 209 de este Estatuto, la multa podrá ser hasta de ciento diez millones de pesos
($110.000.000,00) del año 2002. Cuando se trate de las sanciones previstas en el artículo 211 de
este Estatuto y no exista norma especial que establezca la respectiva sanción, la multa podrá ser
hasta de quinientos cincuenta millones de pesos ($550.000.000,00) del año 2002;

c) Suspensión o inhabilitación hasta por cinco (5) años para el ejercicio de aquellos cargos en
entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria que requieran para su desempeño la
posesión ante dicho organismo;

d) Remoción de los administradores, directores, representantes legales o de los revisores fiscales
de las personas vigiladas por la Superintendencia Bancaria. Esta sanción se aplica sin perjuicio
de las que establezcan normas especiales;

e) Clausura de las oficinas de representación de instituciones financieras y de reaseguros del
exterior.

Las sumas indicadas en este numeral se ajustarán anualmente, en el mismo sentido y porcentaje
en que varíe el Indice de Precios al Consumidor suministrado por el DANE.

Las multas pecuniarias previstas en este artículo podrán ser sucesivas mientras subsista el
incumplimiento que las originó.

4. Procedimiento administrativo sancionatorio.

a) Inicio de la actuación. La actuación administrativa para determinar la comisión de infracciones
podrá iniciarse de oficio, por informes recibidos de terceros, mediante la práctica de visitas
administrativas de inspección, vigilancia y control, por traslado de otras autoridades, por quejas o
informes de personas naturales o jurídicas y, en general, por cualquier otro medio que ofrezca
credibilidad;

b) Actuación administrativa. Para la determinación de las infracciones administrativas los
funcionarios competentes, en la etapa anterior a la formulación de cargos, practicarán las pruebas
de acuerdo con las disposiciones que las regulen, respetando siempre los derechos
fundamentales. El trámite posterior se sujetará a lo previsto de manera especial en este artículo y
en general en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y, en lo no regulado de manera
especial, a lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo.

A las actuaciones de la Superintendencia Bancaria en esta materia no se podrá oponer reserva;
sin embargo, los documentos que se obtengan seguirán amparados por la reserva que la
Constitución y la ley establezca respecto de ellos y quienes tengan acceso al expediente
respectivo están obligados a guardar la reserva aplicable sobre los documentos que allí reposen;

c) Divisibilidad. El procedimiento administrativo sancionatorio es divisible. En consecuencia, se
podrán formular y notificar los cargos personales y los institucionales de manera separada e
imponer las correspondientes sanciones en forma independiente. Sin embargo, cuando se trate de
unos mismos hechos o de hechos conexos se procurará dar traslado a los investigados en forma
simultánea, con el fin de poder confrontar sus descargos, precisando en cada caso cuáles cargos
se proponen a título personal y cuáles a título institucional;



d) Dirección para notificaciones. La notificación de las actuaciones adelantadas deberá efectuarse
en la dirección de la institución vigilada que aparezca en la Oficina de Registro de la
Superintendencia Bancaria o en la que haya indicado el investigado en la hoja de vida presentada
para su posesión en la misma Superintendencia, teniendo en cuenta las actualizaciones que se
hayan realizado para efecto de notificaciones en dicha Oficina o en la hoja de vida.

En el caso de instituciones vigiladas que cuenten con casillero de correspondencia en la
Superintendencia Bancaria, de conformidad con la reglamentación que esta expida al efecto, las
notificaciones mediante comunicación previstas en el literal f) de este numeral, de carácter
institucional o las personales a los administradores indicados en el artículo 22 de la Ley 222 de
1995, que presten sus servicios a una entidad vigilada al momento de la notificación, podrán
hacerse a través del casillero de correspondencia.

Cuando según los registros de la Superintendencia Bancaria el investigado a título personal
hubiere dejado de prestar sus servicios a la institución

vigilada en la que ocurrieron los hechos, la actuación administrativa correspondiente se podrá
notificar a la dirección que establezca la Superintendencia Bancaria mediante la verificación
directa o mediante la utilización de guías telefónicas o directorios.

Cuando no haya sido posible establecer la dirección del investigado por ninguno de los medios
señalados anteriormente, las actuaciones de la Superintendencia Bancaria le serán notificadas por
medio de publicación de un aviso en un diario de amplia circulación nacional.

Si durante el desarrollo del procedimiento administrativo sancionatorio el investigado o su
apoderado señalan expresamente una dirección para que se le notifiquen las actuaciones
correspondientes, la Superintendencia Bancaria deberá hacerlo a esa dirección a partir de dicho
momento y mientras el investigado o su apoderado, mediante comunicación escrita dirigida al
funcionario bajo cuya competencia se adelante el procedimiento, no manifiesten el cambio de
dirección específica anotada;

e) Formas de notificación. Las notificaciones dentro de la actuación administrativa sancionatoria
serán personales, por edicto, por aviso o mediante comunicación.

Las resoluciones que pongan fin a la actuación administrativa y las que resuelvan el recurso
interpuesto contra estas se notificarán personalmente, o por edicto si el interesado no
compareciere dentro del término de los cinco (5) días siguientes al envío por correo certificado
de la citación respectiva.

Los demás actos que se expidan se notificarán mediante comunicación. No obstante, cuando se
trate de actuaciones de carácter personal respecto de quienes al momento de la notificación no
ostenten la calidad de administrador de una entidad vigilada en los términos del artículo 22 de la
Ley 222 de 1995, la notificación del pliego de cargos se hará en forma personal.

En los casos en los que por carecerse de dirección conocida no pudiere efectuarse la notificación
respectiva, procederá la notificación mediante aviso en un diario de amplia circulación nacional;

f) Notificación por comunicación. Esta modalidad de notificación se hará mediante envío por
correo certificado de una copia del acto correspondiente a la dirección determinada conforme al
literal d) de este numeral, y se entenderá surtida en la fecha de su recibo.



En los eventos en los que se cuente con casillero de correspondencia conforme a lo previsto en el
literal d) de este numeral, la notificación por comunicación podrá hacerse mediante el depósito
de copia del acto en el casillero correspondiente y se entenderá surtida en la fecha de su retiro del
mismo;

g) Formulación de cargos. Si el funcionario competente considera que los hechos investigados
constituyen una posible infracción, formulará los cargos correspondientes a los presuntos
infractores mediante acto motivado, contra el cual no procede recurso alguno.

El acto de formulación de cargos deberá contener una síntesis de los hechos constitutivos de las
posibles infracciones, de las pruebas allegadas hasta ese momento y de las normas que se
estiman infringidas.

Tratándose de cargos fundados en informes de visita, como síntesis de la prueba se dará traslado
del informe, adjuntando copia del mismo, y poniendo a disposición del investigado en las
dependencias de la Superintendencia los papeles de trabajo que lo soporten, sin perjuicio de
reseñar los medios de prueba distintos al informe de visita y sus soportes que existieren;

h) Término de traslado del acto de formulación de cargos. El término de traslado del acto de
formulación de cargos a los presuntos infractores será de treinta (30) días contados a partir del
día siguiente a su notificación. Durante dicho término el expediente respectivo estará a
disposición de los presuntos infractores en las dependencias del funcionario que hubiere
formulado los cargos.

El traslado es la única oportunidad en que los presuntos infractores pueden presentar los
descargos que consideren pertinentes. Durante este término podrán solicitar la práctica de
pruebas, aportarlas u objetar las obtenidas antes de la formulación de cargos;

i) Período probatorio. Las pruebas solicitadas se decretarán cuando sean conducentes, pertinentes
y eficaces para el esclarecimiento de los hechos materia de investigación. Se aceptarán las
aportadas si llenan los anteriores requisitos. Se denegarán las que no los cumplan y se ordenará
de oficio las que se consideren pertinentes, mediante acto motivado que señalará el término para
su práctica, que no podrá exceder de dos (2) meses si se trata de pruebas a practicarse en el
territorio nacional, o de cuatro (4) meses, si deben practicarse en el exterior. La práctica de las
pruebas comenzará a realizarse después de transcurridos cinco (5) días desde la fecha de
notificación por comunicación del acto respectivo;

j) Recursos contra el acto de pruebas. Contra el acto que deniegue total o parcialmente las
pruebas solicitadas procede únicamente el recurso de reposición, ante el funcionario que lo dictó,
dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de su notificación. Contra el que decrete todas
las pruebas solicitadas no procederá ningún recurso; tampoco procederá ningún recurso en
relación con las pruebas decretadas de oficio;

k) Valoración probatoria. Las pruebas se valorarán en su conjunto conforme a las reglas de la
sana crítica, atendiendo la naturaleza administrativa de la infracción, la índole objetiva de la
responsabilidad correspondiente y los propósitos perseguidos por el régimen sancionatorio;

l) Recursos en vía gubernativa contra la resolución sancionatoria. Contra la resolución que
imponga cualquier sanción procederá únicamente el recurso de apelación, ante el inmediato
superior del funcionario que profirió el acto, el cual deberá interponerse dentro de los cinco (5)
días siguientes a su notificación. Contra la sanción prevista en el literal ñ) de este numeral,



procederá únicamente el recurso de reposición. Respecto de las sanciones impuestas por el
Superintendente Bancario y las decisiones a que alude el artículo 335 del presente Estatuto,
procederá únicamente el recurso de reposición.

En lo no previsto en este artículo y en general en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la
interposición y trámite de los recursos se sujetará a lo previsto en el Título II de l Libro 1 del
Código Contencioso Administrativo;

m) Suspensión de términos. El término previsto para expedir y notificar la resolución que ponga
fin a la actuación se suspenderá en los siguientes casos:

1. Cuando se presente alguna de las causales de recusación o impedimento establecidas en el
Código Contencioso Administrativo y en el Código de Procedimiento Civil respecto de alguno
de los funcionarios que deban realizar diligencias investigativas, practicar pruebas o pronunciar
decisiones definitivas dentro del procedimiento administrativo.

El término de suspensión en este evento será igual al que se requiera para agotar el trámite de la
recusación o impedimento, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Código
Contencioso Administrativo.

2. Por el período probatorio de que trata el literal i) de este numeral, caso en el cual la suspensión
se contará a partir de la ejecutoria del acto que resuelva sobre las pruebas en la actuación, y por
el término que se señale para la práctica de las mismas;

n) Renuencia a suministrar información. Las personas naturales o jurídicas que se rehúsen a
presentar los informes o documentos requeridos en el curso de las investigaciones
administrativas, los oculten, impidan o no autoricen el acceso a sus archivos a los funcionarios
competentes, o remitan la información solicitada con errores significativos o en forma
incompleta, serán sancionadas por el funcionario competente en la actuación respectiva con
multa a favor del Tesoro Nacional de hasta diez (10) salarios mínimos legales mensuales
vigentes al momento de ocurrencia de los hechos que dan lugar a la sanción, sin perjuicio de las
sanciones a que hubiere lugar por violación a las disposiciones que rigen la actividad de las
instituciones vigiladas por la Superintendencia Bancaria;

ñ) Procedimiento sancionatorio por renuencia a suministrar información. La sanción establecida
en el numeral anterior se impondrá mediante resolución motivada, previo traslado de cargos a la
persona a sancionar, quien tendrá un término de cinco (5) días para presentar sus descargos.

El acto de formulación de cargos se deberá notificar, en la forma prevista en el literal d) de este
numeral, dentro del mes siguiente a la fecha en que ocurrieron los hechos constitutivos de
sanción.

La resolución que ponga fin a la actuación por renuencia deberá expedirse y notificarse dentro de
los dos (2) meses siguientes al vencimiento del término para dar respuesta al pliego de cargos.
Contra esta resolución procede el recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro de los
cinco (5) días siguientes a la fecha de su notificación y resolverse dentro de los dos (2) meses
siguientes a la fecha de su interposición.

PARÁGRAFO. Esta actuación no suspende ni interrumpe el desarrollo del procedimiento
administrativo que se adelante para establecer la comisión de infracciones a las disposiciones que
rigen la actividad de las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria;



o) Prescripción de la acción de cobro. La acción de cobro por jurisdicción coactiva de las multas
que imponga la Superintendencia Bancaria prescribe en el término de cinco (5) años, contados a
partir de la ejecutoria de las providencias que las impongan. La prescripción podrá decretarse de
oficio o a solicitud del deudor.

El término de prescripción de la acción de cobro se interrumpe con la notificación del
mandamiento de pago, caso en el cual empezará a correr de nuevo desde el día siguiente a la
notificación del mismo mandamiento;

p) Devolución de multas. En el evento en que el acto administrativo mediante el cual se haya
impuesto por la Superintendencia Bancaria una multa a favor del Tesoro Nacional sea declarado
nulo por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, y la multa ya hubiere sido consignada a
favor del Tesoro Nacional, el Ministerio de Hacienda procederá a la devolución de la suma
respectiva a la persona a cuyo favor se hubiere proferido la sentencia, lo cual se hará en la forma
y términos previstos en la sentencia y en los artículos 176 y siguientes del Código Contencioso
Administrativo;

q) Rem isión de obligaciones. Respecto del cobro coactivo de las multas impuestas por la
Superintendencia Bancaria a favor del Tesoro Nacional, así como del cobro de las contribuciones
exigidas por la misma, procederá la remisión de obligaciones en los eventos, términos y
condiciones y con los efectos previstos para las obligaciones tributarias en la legislación vigente.

La decisión se tomará mediante resolución motivada expedida por el funcionario investido de
jurisdicción coactiva en la Superintendencia Bancaria, en la cual se ordenará la terminación y
archivo del proceso.

5. Autoliquidaciones.

Cuando las entidades vigiladas presenten información financiera y contable a la
Superintendencia Bancaria, debidamente certificada por el Representante Legal y el Revisor
Fiscal, en relación con los informes sobre encaje, niveles adecuados de patrimonio, márgenes de
solvencia, posición propia, inversiones obligatorias, máximos y mínimos de inversión y demás
controles de ley, dicha información constituye una declaración sobre su cumplimiento o
incumplimiento.

Si dentro de los sesenta (60) días siguientes a la presentación de la información aludida no se
presentan objeciones por parte de la Superintendencia Bancaria, dicha declaración quedará en
firme. La entidad vigilada podrá, por una sola vez, dentro de los quince (15) días siguientes a la
presentación de la declaración adicionar o aclarar la información presentada.

En este último caso la Superintendencia Bancaria contará con un plazo de treinta (30) días,
contados a partir de la fecha de la presentación de la adición o aclaración, para pronunciarse
definitivamente. Emitido el pronunciamiento por parte de la Superintendencia en dicho plazo, o
vencido el término sin que exista pronunciamiento la declaración quedará en firme.

En el evento de que la Superintendencia Bancaria formule objeciones dentro de los sesenta (60)
días previstos en este numeral, la entidad vigilada contará con un término, por una sola vez, de
quince (15) días contados a partir de la fecha de la comunicación que objete la liquidación, para
controvertir la misma. Si la entidad vigilada, dentro de este plazo, no se pronuncia o se allana a
las objeciones de la Superintendencia Bancaria la liquidación quedará en firme. Si la
controvierte, bajo fundadas razones, el pronunciamiento emitido por el Organismo de Control



sobre las mismas tendrá el carácter de definitivo y dejará en firme la respectiva liquidación.

Una vez quede en firme la declaración presentada o la liquidación que realice la
Superintendencia Bancaria, según corresponda, la entidad vigilada deberá proceder a consignar a
favor del Tesoro Nacional dentro de los diez (10) días siguientes el valor de la sanción
autoliquidable contemplada en la norma que así lo predetermine.

Transcurrido el plazo precitado sin que se haya efectuado la consignación aludida, se generarán
intereses de mora en los términos señalados en el numeral 1 del artículo 212 de este Estatuto. En
este evento la Superintendencia Bancaria podrá cobrar la obligación por jurisdicción coactiva
para lo cual constituye título ejecutivo la declaración junto con la certificación de haber quedado
en firme expedida por el funcionario que el Superintendente Bancario determine mediante acto
general.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el numeral 5 por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-987-05 de 26 de septiembre de 2005, Magistrado Ponente
Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

6. Caducidad.

La facultad que tiene la Superintendencia Bancaria para imponer sanciones caducará en tres (3)
años contados de la siguiente forma:

a) En las conductas de ejecución instantánea, desde el día de su con-sumación;

b) En las conductas de ejecución permanente o sucesiva, desde la realización del último acto, y

c) En las conductas omisivas, desde cuando haya cesado el deber de actuar.

Cuando en una misma actuación administrativa se investiguen varias conductas, la caducidad de
la facultad sancionatoria de la Superintendencia Bancaria se contará independiente para cada una
de ellas.

La notificación del acto administrativo sancionatorio correspondiente interrumpirá el término de
caducidad de la facultad sancionatoria.

7. Reserva

Las actuaciones que se surtan dentro de los procesos administrativos sancionatorios que adelante
la Superintendencia Bancaria tendrán el carácter de reservadas frente a terceros. Las sanciones no
serán objeto de reserva una vez notificadas, sin perjuicio de lo establecido en el literal d) del
numeral 1 del artículo 208 del presente Estatuto en relación con el principio de revelación
dirigida.

CAPITULO II.

RÉGIMEN PERSONAL.



Artículo 209. Sanciones administrativas personales. La Superintendencia Bancaria podrá
imponer las sanciones previstas en el presente Estatuto a los directores, administradores,
representantes legales, revisores fiscales u otros funcionarios o empleados de una institución
sujeta a su vigilancia cuando incurran en cualquiera de los siguientes eventos:

a) Incumplan los deberes o las obligaciones legales que les correspondan en desarrollo de sus
funciones;

b) Ejecuten actos que resulten violatorios de la ley, de las normas que expida el Gobierno
Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en desarrollo de sus facultades de intervención,
de los estatutos sociales o de cualquier norma legal a la que estos en ejercicio de sus funciones o
la institución vigilada deban sujetarse;

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-860-06 de 18 de octubre de 2006, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

c) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que expida la
Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones, cuando dicho incumplimiento
constituya infracción a la ley;

d) Autoricen o no eviten debiendo hacerlo, actos que resulten violatorios de la ley, de los
reglamentos expedidos por el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en
desarrollo de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales, o de normas o
instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-860-06 de 18 de octubre de 2006, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya lugar.

Artículo 210. Responsabilidad civil. Todo director, administrador, representante legal,
funcionario de una institución vigilada por la Superintendencia Bancaria que viole a sabiendas o
permita que se violen las disposiciones legales será personalmente responsable de las pérdidas
que cualquier persona natural o jurídica sufra por razón de tales infracciones, sin perjuicio de las
demás sanciones civiles o penales que señala la ley y de las medidas que conforme a sus
atribuciones pueda imponer la Superintendencia Bancaria.

CAPITULO III.

RÉGIMEN INSTITUCIONAL.

Artículo 211. Sanciones administrativas institucionales.



1. Régimen general. Están sujetas a las sanciones previstas en el presente Estatuto, las
instituciones sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Bancaria cuando:

a) Incumplan los deberes o las obligaciones que la ley les impone;

b) Ejecuten o autoricen actos que resulten violatorios de la ley, de los reglamentos expedidos por
el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en desarrollo de sus facultades de
intervención, de los estatutos sociales, o de normas o instrucciones que expida la
Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones;

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-860-06 de 18 de octubre de 2006, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

c) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que expida la
Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones, cuando dicho incumplimiento
constituya infracción a la ley;

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya lugar.

2. Disposiciones relativas a las sociedades administradoras de los Fondos de Pensiones y de
Cesantía. Lo dispuesto en los artículos 83 numeral 2 y 162 numeral 5 de este Estatuto se
entenderá sin perjuicio de las sanciones que puede imponer la Superintendencia Bancaria en
desarrollo de lo dispuesto en el artículo 209 del mismo.

3. Disposiciones relativas a la prevención de conductas delictivas. Cuando la violación a que
hace referencia el numeral primero del presente artículo recaiga sobre las disposiciones
contenidas en el Capítulo XVI de la Parte Tercera del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
la multa que podrá imponerse será hasta de mil setecientos cuarenta y dos millones de pesos
($1.742.000.000.00) de 2002.

Adicionalmente, el Superintendente Bancario podrá ordenar al establecimiento multado que
destine una suma hasta de mil setecientos cuarenta y dos millones de pesos ($1.742.000.000.00)
de 2002 a la implementación de mecanismos correctivos de carácter interno que deberá acordar
con el mismo organismo de control.

Estas sumas se reajustarán en la forma prevista en el numeral 3 del artículo 208 de este Estatuto.

CAPITULO IV.

INTERESES SOBRE SANCIONES.

Artículo 212. Intereses.

1. Régimen general. A partir de la ejecutoria de cualquier resolución por medio de la cual la
Superintendencia Bancaria imponga una sanción y hasta el día de su cancelación, las personas y
entidades sometidas a su control y vigilancia deberán reconocer en favor del Tesoro Nacional un
interés mensual equivalente a una y media veces (1.5 veces) el interés bancario corriente



certificado por la Superintendencia Bancaria para el respectivo período, sobre el valor insoluto
de la sanción.

2. Disposiciones relativas a las sociedades administradoras de Fondos de Pensiones y de
Cesantía. A partir de la ejecutoria de la resolución por medio de la cual se imponga cualquiera de
las sanciones a que aluden los artículo 83 numeral 2 y 162 numeral 5 del presente Estatuto y
hasta el día en que se cancele el valor de la multa impuesta, las sociedades administradoras de
fondos de pensiones y de cesantía reconocerán en favor del Tesoro Nacional un interés mensual
equivalente a una y media veces (1.5 veces) el interés bancario corriente certificado por la
Superintendencia Bancaria para el respectivo pe ríodo, sobre el valor insoluto de la sanción.

PARÁGRAFO. Una vez la Superintendencia Bancaria certifique las diferentes tasas de interés
bancario corriente de acuerdo con lo dispuesto en el presente Estatuto, la tasa de interés que se
deberá reconocer sobre el valor insoluto de la sanción en los eventos descritos en los numerales
anteriores será equivalente a una y media veces (1.5 veces) el interés bancario corriente
certificado por la Superintendencia Bancaria para los créditos de consumo del respectivo
período.

ARTÍCULO 46. Modifícase el artículo 213 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

Artículo 213. Normas aplicables a los establecimientos de crédito, sociedades de servicios
financieros, entidades aseguradoras, sociedades de capitalización y otras instituciones
financieras, corredores de seguros y corredores de reaseguros. Serán aplicables a las
corporaciones financieras, compañías de financiamiento comercial, cooperativas financieras,
sociedades de servicios financieros y sociedades de capitalización las normas que regulan los
establecimientos bancarios, en todo lo que no resulte contrario a sus disposiciones especiales.

Además de las normas especiales que regulan su actividad, le serán aplicables las siguientes
normas a las entidades aseguradoras, corredores de seguros y corredores de reaseguros: artículo
10 literales b), c), g); artículo 73 numerales 1, 2, 4, 5 y 6; artículo 74; artículo 81 numerales 1, 2,
3 y 4; artículo 84 numerales 1 y 2; y artículo 85 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

De igual forma, en adición de las normas especiales y las mencionadas en el inciso anterior, les
serán aplicables a los corredores de seguros y corredores de reaseguro lo consagrado en los
artículos 55 a 65; artículo 67, artículo 68 y artículo 71 del presente Estatuto.
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